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Asunto: Comentarios al Proyecto de Resolución «Por la cual se dictan disposiciones 

para establecer las especiales condiciones del trabajo penitenciario en sus 
diferentes modalidades, su remuneración, los parámetros de afiliación al 
Sistema General de Riesgos Laborales y se deroga la Resolución 684 de 
2024». 

 
Respetado doctor Sanguino: 
 
De manera atenta, la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales (Asocapitales), en 
representación de las ciudades capitales de departamento del país, y en ejercicio de la 
facultad reconocida en el artículo 2.1.2.5.1.3 del Decreto 1081 de 2015, formula las 
siguientes observaciones técnicas y jurídicas al Proyecto de Resolución del asunto, así como 
a su correspondiente Memoria Justificativa publicada en abril de 2026. 
 
1. RESUMEN EJECUTIVO 

1) El Proyecto de Resolución excede la competencia reglamentaria del Ministerio del 
Trabajo, pues la facultad de «adoptar políticas» en materia de trabajo penitenciario 
conferida por el artículo 79 de la Ley 65 de 1993, modificado por la Ley 1709 de 2014, 
no habilita la imposición unilateral de cargas financieras estructurales a municipios y 
distritos.  

2) La expresión «de cualquier orden» contenida en el artículo 6 del proyecto de 
resolución convierte a los entes territoriales en sujetos pasivos de la obligación de 
afiliación y cotización al Sistema General de Riesgos Laborales respecto de toda 
persona privada de la libertad a quien se emita orden de trabajo, carga de naturaleza 
prestacional e inmediata ejecución que, al no haber sido coordinada técnica ni 
presupuestalmente con las ciudades capitales, contradice abiertamente la 
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arquitectura de corresponsabilidad y cofinanciación nacional ordenada por la 
Sentencia SU-122 de 2022 y el Auto 517 de 2026 de la Sala Especial de Seguimiento 
al Estado de Cosas Inconstitucional. 

3) La Memoria Justificativa incurre en una omisión grave al afirmar que el acto 
administrativo «no genera impacto fiscal», cuando en realidad traslada a las 
entidades territoriales la obligación financiera de asumir el aseguramiento en riesgos 
laborales para la modalidad de trabajo directo, sin cuantificar su costo ni su efecto 
sobre los marcos fiscales de mediano plazo municipales y distritales, e ignorando la 
línea jurisprudencial vinculante que reconoce expresamente las limitaciones 
presupuestales del nivel territorial. 

4) El proceso de formación del acto administrativo omitió la coordinación previa con las 
entidades territoriales que exigen los artículos 288 de la Constitución Política y 27 de 
la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, así como el mecanismo formal previsto 
en los artículos 5 y 6 de la Ley 2082 de 2021, que impone a la Nación el deber de 
concertar con las ciudades capitales —a través de la Comisión de Coordinación y 
Seguimiento, el diseño y la ejecución de toda política pública que opere en sus 
territorios y genere cargas financieras sobre sus presupuestos. 

5) Se propone que el ámbito de aplicación del Proyecto de Resolución se circunscriba 
exclusivamente al orden nacional y al INPEC, y que cualquier regulación dirigida a los 
establecimientos territoriales se difiera a un acto administrativo autónomo cuya 
expedición quede supeditada a la concertación previa en el marco de una Mesa 
Permanente Nación–Ciudades Capitales. 

2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS: ESTADO SOCIAL DE DERECHO, POLÍTICA CRIMINAL Y 
SUBSIDIARIEDAD REFORZADA 

El artículo 1 superior consagra a Colombia como Estado social de derecho. Desde la Sentencia 
T-406 de 1992, la Corte Constitucional ha caracterizado esta cláusula como una norma 
transformadora que prescribe la dirección hacia la cual debe orientarse la actividad estatal y 
vincula a todas las autoridades —de cualquier nivel— a producir las condiciones materiales 
que hagan efectivos los derechos reconocidos por la Constitución y las leyes. 

De allí se desprende que la validez formal de una norma no agota su eficacia; se requiere 
también su viabilidad material. La asignación de una competencia que excede la capacidad 
material de un ente territorial al que se le impone no constituye, en estricto sentido, una 
obligación jurídica realizable, sino una declaración programática cuya inobservancia se 
imputa después a la entidad ejecutora, no al creador de la norma. 

En consecuencia, las cargas que el Proyecto de Resolución asigna a los establecimientos de 
reclusión del orden territorial deben acompañarse de los recursos financieros para hacerlas 
efectivas, so pena de comprometer la propia eficacia del Estado social de derecho. 
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El diseño de la política criminal y del régimen del trabajo penitenciario es competencia 
nacional. Los entes territoriales no participan en la definición del catálogo punitivo, en la 
determinación de las condiciones del trabajo penitenciario ni en la fijación de los parámetros 
de las medidas de aseguramiento. Sin embargo, conforme al artículo 2 del Proyecto de 
Resolución, asumen la condición de sujetos obligados respecto de las cargas operativas y 
prestacionales que de allí se derivan. 

Esta asimetría no es, en sí misma, contraria al orden constitucional; lo es si carece de 
mecanismos de compensación. Los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad 
están concebidos, precisamente, para evitar que las decisiones del nivel nacional se 
traduzcan en cargas desproporcionadas sobre entidades territoriales que no tienen 
incidencia efectiva en su adopción. 

El Documento CONPES 4157 de 2025 reconoce expresamente esta tensión al diagnosticar 
que las dificultades territoriales para asumir las obligaciones asociadas al sistema 
penitenciario y carcelario se asocian «principalmente a limitaciones presupuestales, técnicas 
y de priorización del SPC en la agenda local». De allí que pueda afirmarse que el Gobierno 
Nacional admite la existencia del desequilibrio estructural que el Proyecto de Resolución, en 
su versión actual, no incorpora ni resuelve. 

La Sentencia SU-122 de 2022, leída en su integridad, articuló un esquema de responsabilidad 
compartida anclado en los artículos 113 y 288 de la Constitución Política. Sus órdenes 
decimosexta y decimoséptima dispusieron, respectivamente, que el Ministerio de Justicia y 
del Derecho, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de 
Planeación «asesoren, acompañen y cofinancien a las entidades territoriales», e instruyeron 
«incluir en el Presupuesto General de la Nación un rubro destinado específicamente a la 
ampliación de cupos en establecimientos carcelarios y a superar las causas que han llevado 
al hacinamiento carcelario». Las órdenes sexta y décima del Auto 517 de 2026 de la Sala 
Especial de Seguimiento al Estado de Cosas Inconstitucional en materia penitenciaria y 
carcelaria, y de centros de detención transitoria, reiteran esta arquitectura concurrente. 

Cualquier acto administrativo que asigne cargas operativas a establecimientos de reclusión 
del orden territorial debe armonizarse con esta línea jurisprudencial vinculante e incorporar 
un mecanismo de concurrencia financiera del nivel nacional. Por el contrario, imponer a las 
entidades territoriales obligaciones prestacionales que solo pueden cumplirse mediante el 
sacrificio de partidas destinadas a salud, educación, agua potable u otras necesidades básicas, 
no constituye una colisión legítima entre derechos concurrentes en un Estado social de 
derecho. 

3. DESARROLLO DE LAS OBSERVACIONES AL ARTICULADO 
 



Comentarios al Proyecto de Resolución de trabajo penitenciario, su remuneración y 
los parámetros de afiliación al Sistema General de Riesgos Laborales 

4 de 7 

3.1. Competencia reglamentaria, reserva de ley y principio de coordinación territorial 

El artículo 79 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 55 de la Ley 1709 de 2014 
asigna al Ministerio del Trabajo la competencia para «adoptar las políticas» del trabajo 
penitenciario. Tal competencia no comprende, ni explícita ni implícitamente, la facultad de 
asignar cargas financieras estructurales a entidades territoriales distintas del INPEC sin un 
mecanismo concurrente de financiación. Se identifican cinco tensiones constitucionales que 
el proyecto debe resolver antes de su expedición definitiva. 

1) Autonomía territorial (art. 287 C.P.). Generar una erogación presupuestal obligatoria 
a los municipios sin ley habilitante específica y sin fuente de financiación se aparta 
del marco constitucional de la potestad reglamentaria. 

2) Principio de coordinación y concurrencia (art. 288 C.P. y art. 27 de la Ley 1454 de 
2011). Las obligaciones derivadas para las ciudades capitales debieron ser objeto de 
coordinación previa. Los considerandos del proyecto refieren mesas técnicas con el 
INPEC y entidades nacionales, pero no acreditan la concurrencia de representantes 
territoriales ni de Asocapitales. 

3) Sostenibilidad fiscal territorial (art. 334 C.P. y Decreto 1609 de 2015). No se identifica 
el costo fiscal de las obligaciones que se trasladan ni el impacto en los marcos fiscales 
de mediano plazo municipales y distritales. La Memoria Justificativa de abril de 2026 
afirma que el acto «no genera impacto fiscal». 

4) Prohibición de descentralización sin recursos (art. 356 C.P.). El artículo 356 superior 
establece que no se podrán descentralizar competencias sin la previa asignación de 
los recursos fiscales suficientes para atenderlas. La imposición, por vía reglamentaria, 
de la obligación de afiliación y cotización al Sistema General de Riesgos Laborales 
sobre los centros de detención preventiva municipales y distritales, sin identificar 
fuente de financiación concurrente, se aparta de este mandato constitucional. 

Consecuentemente, dado que la facultad de «adoptar políticas» no puede derivar en la 
imposición de cargas presupuestales unilaterales a las entidades territoriales, Asocapitales 
propone que el ámbito de aplicación del presente Proyecto de Resolución se circunscriba de 
manera exclusiva al orden nacional y al INPEC. En ese sentido, cualquier regulación que 
pretenda extender estas obligaciones a los establecimientos de reclusión del orden territorial 
debe ser objeto de un acto administrativo autónomo e independiente, cuya expedición esté 
supeditada a la previa conformación y concertación técnica en el marco de una Mesa 
Permanente Nación–Ciudades. Solo a través de este espacio de coordinación formal se podrá 
garantizar el respeto a los principios de concurrencia y suficiencia presupuestal, evitando que 
la reglamentación nacional se traduzca en una descapitalización de los presupuestos locales. 
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3.2. Afiliación al Sistema General de Riesgos Laborales (artículo 6) 
3.2.1. Análisis 

El artículo 6 del Proyecto de Resolución implica el mayor impacto fiscal del proyecto frente 
al régimen vigente. El borrador asigna al INPEC «o del establecimiento de reclusión de 
cualquier orden», expresión que vincula directamente a los municipios y distritos como 
sujetos pasivos de la obligación. La imposición de esta carga a los establecimientos 
territoriales resulta inconstitucional por carecer de fuente de financiación y violar el principio 
de autonomía territorial. 

Mantener la expresión «de cualquier orden» en el texto definitivo contravendría 
abiertamente la línea jurisprudencial del Estado de Cosas Inconstitucional. La Sentencia SU-
122 de 2022 y el Auto 517 de 2026 exigen explícitamente un esquema de corresponsabilidad 
y cofinanciación por parte de la Nación para las entidades territoriales. En consecuencia, se 
solicita la eliminación de la expresión «o del establecimiento de reclusión de cualquier 
orden» del numeral 1 del artículo 6, y la clarificación de responsabilidades excluyendo a las 
entidades territoriales. 

3.2.2. Propuesta de redacción 

Se propone eliminar la referencia «o quien haga sus veces, o del establecimiento de reclusión 
de cualquier orden donde se encuentre el privado de la libertad» en las referencias del 
artículo 6. 

3.3. Memoria Justificativa: omisión del análisis de impacto fiscal y carencias en el 
sustento jurisprudencial 

La Memoria Justificativa, en sus secciones 4 y 5, afirma que el acto administrativo «no genera 
impacto fiscal para el Ministerio del Trabajo ni para el Presupuesto General de la Nación» y 
que «no tiene un impacto fiscal». Sin embargo, como se demostró en el acápite anterior, la 
redacción original del articulado trasladaba obligaciones de aseguramiento en riesgos 
laborales a las entidades territoriales en su calidad de administradores de centros 
preventivos para la modalidad de trabajo directo. 

Además, aunque cita sentencias sobre el trabajo penitenciario como derecho fundamental, 
omite la línea vinculante del Estado de Cosas Inconstitucional (Sentencias T-388 de 2013, T-
762 de 2015, SU-122 de 2022 y Auto 517 de 2026). Estas providencias, junto con el 
diagnóstico del Documento CONPES 4157 de 2025, establecen claramente las limitaciones 
presupuestales de las entidades territoriales y ordenan a la Nación estructurar esquemas de 
corresponsabilidad y cofinanciación concurrente. 
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3.4. Reconocimiento institucional de las ciudades capitales (transversal al proyecto) 

El Proyecto de Resolución introduce una obligación de financiamiento directo a cargo de los 
establecimientos de reclusión que, por su naturaleza prestacional y de ejecución inmediata, 
no puede ser asumida de manera aislada por cada establecimiento sin que medie una 
coordinación previa, expresa y vinculante con las entidades territoriales de las cuales 
dependen administrativamente los centros de reclusión del orden municipal y distrital. 

Este deber de coordinación no es una aspiración programática, sino que cuenta con 
andamiaje institucional propio en la Ley 2082 de 2021, cuyo artículo 5 impone a la Nación el 
deber de concertar con las ciudades capitales el diseño y la ejecución de las políticas públicas 
que operen en sus territorios, y cuyo artículo 6 crea la Comisión de Coordinación y 
Seguimiento como el escenario formal en el que esa articulación debe producirse, con 
participación activa de Asocapitales en su condición de secretaría técnica. Activar este 
mecanismo es la condición de validez material de cualquier regulación que imponga cargas 
financieras a entidades cuya capacidad presupuestal no se consultó ni se concertó en el 
proceso de formación del acto administrativo. 

La urgencia de esta coordinación se acentúa por la naturaleza misma del bien jurídico 
regulado. Las personas sindicadas —esto es, quienes se encuentran en detención preventiva 
sin condena ejecutoriada— son titulares del derecho fundamental al trabajo en los términos 
reconocidos por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, y su vinculación a actividades 
laborales al interior de los establecimientos de reclusión del orden municipal y distrital 
genera, de manera inmediata, responsabilidades administrativas y prestacionales sobre los 
entes territoriales competentes. 

Precisamente porque se trata de obligaciones constitucionalmente exigibles —y no de 
simples discrecionalidades reglamentarias— la regulación de sus condiciones, su 
remuneración y su aseguramiento en riesgos laborales debe contar con la participación 
formal de las ciudades capitales que las financian y materialmente las ejecutan. Lo contrario 
equivale a trasladar el cumplimiento de un derecho fundamental a entidades que no se 
consultaron sobre la viabilidad material de garantizarlo, lo que vacía de contenido tanto el 
principio de coordinación del artículo 288 superior como el mandato específico de los 
artículos 5 y 6 de la Ley 2082 de 2021. 

En consecuencia, Asocapitales solicita que la expedición de la Resolución se supedite a la 
activación previa de la Comisión de Coordinación y Seguimiento prevista en la Ley 2082 de 
2021, y que el texto del acto administrativo reconozca expresamente a esta Asociación como 
interlocutora institucional de las ciudades capitales para efectos del seguimiento, evaluación 
y eventual ajuste de la regulación en lo que respecta a los establecimientos del orden 
territorial. 
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4. CONCLUSIONES 

El Proyecto de Resolución excede la potestad reglamentaria del Ministerio del Trabajo al 
imponer cargas financieras estructurales a municipios y distritos sin habilitación legal expresa 
ni fuente de financiación identificada, en contravía de los artículos 287, 288 y 356 de la 
Constitución Política y de la jurisprudencia vinculante sobre el Estado de Cosas 
Inconstitucional. La afirmación de la Memoria Justificativa según la cual el acto «no genera 
impacto fiscal» resulta materialmente inexacta y jurídicamente insostenible a la luz de las 
obligaciones concretas que el artículo 6 traslada al nivel territorial. 

Por lo anterior, se solicita, en primer lugar, que el ámbito de aplicación del acto se 
circunscriba al orden nacional y al INPEC mediante la supresión de la expresión «de cualquier 
orden» del artículo 6; en segundo lugar, que la Memoria Justificativa sea corregida para 
reconocer el impacto fiscal territorial e incorporar la jurisprudencia del Estado de Cosas 
Inconstitucional; y en tercer lugar, que cualquier futura regulación dirigida a los 
establecimientos territoriales quede supeditada a la concertación previa en la Comisión de 
Coordinación y Seguimiento de la Ley 2082 de 2021, con participación activa de esta 
Asociación. 

Asocapitales reafirma su disposición de contribuir a una política penitenciaria jurídicamente 
sólida, fiscalmente sostenible y efectiva. 

Cordialmente, 

 
 
 
 
Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 
 
 
Elaboró: Diego Humberto Castañeda Tovar 
Revisó: Fernando Lozano Olave 
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Aprobó: Nicolás Otero Álvarez 
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